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Córdoba, dos de junio de dos mil veintidós. 

Y VISTOS: Estos autos caratulados: “G., R. M. y otros p.ss.aa homicidio calificado por 

alevosía en grado de tentativa, etc.” SAC n° 8992850, radicados en este Juzgado Penal 

Juvenil de Primera Nominación, Secretaría número Uno, en los que ha tenido lugar la 

audiencia de debate a los efectos previstos en el art. 105 de la ley provincial 9944, para 

tratar la eventual imposición de pena a M. L. H., integrando el Tribunal la Sra. Jueza Penal 

Juvenil, Dra. Daniela Elizabeth Bianciotti, con la participación de la Fiscal Penal Juvenil del 

4° turno, Soledad Carlino, del declarado responsable M. L. H. y de su defensora, Dra. Paula 

Vanesa Iñigo, Asesora de Niñez y Juventuddel 3° Turno. 

Y CONSIDERANDO:I) Las condiciones personales del declarado responsable y traído a 

debate son  las siguientes: M. L. H., DNI  , argentino, nacido en la ciudad de 

Córdoba, el día tres de septiembre del año dos mil tres, de dieciocho años de edad, de estado 

civil soltero, domiciliado en calle , B°  , de la 
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ciudad de Córdoba, hijo de M. L. M. y de J. E. H., Prio. N° 1458521 sección A. G. Cursa 

actualmente el último año de la instrucción secundaria en el IPEM , los días martes y 

jueves. En cuanto a su actividad laboral, colabora en trabajos de electricidad que desarrolla su 

padre. Además, desde el 25/4/22, presta tareas como Servidor Urbano, programa dependiente 

de la Municipalidad de Córdoba. Concretamente, realiza barrido en la zona de la Costanera, 

con una compensación mensual de $ 10.000 a lo se suma el aporte de otros $ 10.000 con la 

tarjeta Activa –que sirve para adquirir alimentos-. Su horario laboral es lunes, miércoles, 

viernes y sábados de 8.30 a 12.30 hs. En cuanto a sus actividades de esparcimiento, 

practica fútbol y a veces sale. Expresó también que ocasionalmente fuma marihuana, 

generalmente los fines de semana. 

II) Que por Sentencia n° 7, de fecha 3/12/2020, este Tribunal –con distinta conformación- 

declaró la responsabilidad penal de M. L. H., respecto del siguiente evento delictivo: El tres 

de diciembre de dos mil diecinueve, aproximadamente a las once horas, R. M. G. y M. 

L. H., se hicieron presentes de consuno y con fines furtivos, en la vivienda sita en calle 

  , de B° , de la ciudad de Córdoba. Una vez en el lugar, parados sobre la 

vereda de la vivienda en cuestión, H. extrajo de sus ropas un arma de fuego de tipo 

pistola semiautomática calibre 22 –sin cartucho ni proyectiles en su cargador-, y traspasando 

su brazo a través de la reja y con la finalidad de amedrentar a su víctima, apuntó con el arma a 

D. B. a la altura de la cabeza diciéndole “dame el celular o te pego un tiro”. Ante ello, D. B. 

tomó su teléfono celular y lo arrojó hacia el interior de su vivienda mientras llamaba a su 

pareja gritando “¡A.!”. En dichas circunstancias, H. le gritó “te voy a cagar matando” 

mientras seguía sosteniendo la pistola y G. se encontraba expectante, para luego darse ambos 

a la fuga del lugar corriendo sin objeto alguno sustraído en su poder, no logrando de este 

modo consumar sus fines furtivos, por circunstancias ajenas a su voluntad. 

III) En la sentencia citada se declaró a M. L. H. coautor penalmente 
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responsable del delito de robo calificado por el uso de arma de fuego de operatividad no 

acreditada en grado de tentativa (arts. 42, 45 y 166 inc. 2, párrafo 3 del Código Penal). 

Asimismo, se implementó un régimen de prueba -a modo de tratamiento tutelar-, por el 

término de un año, eventualmente prorrogable, con las modalidades que se determinarían una 

vez que quedara firme dicho resolutorio. En esa oportunidad, además, se difirió el 

pronunciamiento sobre la eventual necesidad de pena, en las condiciones acordadas por las 

partes al solicitar un juicio abreviado, hasta su vencimiento (arts. 37 y 40 de la Convención 

sobre los Derechos del Niño, arts. 2, 4, 12 y cctes. de la ley nacional 22.278, art. 105 de la ley 

provincial 9944 y 415 del Código Procesal Penal). 

IV) El acuerdo de juicio abreviado celebrado por las partes en dicha ocasión, conforme la 

modalidad prevista por nuestra ley ritual en su art. 415, convino que, en caso de ser necesario 

imponer pena a M. L. H., no sería superior a un año y cuatro meses de prisión. 

V) Una vez firme el decisorio precedente, se dictó el Auto Interlocutorio n° 4, de fecha 

1/3/2021, en el que se resolvió dar comienzo a nueva etapa en el régimen de probación socio- 

comportamental respecto a M. L. H. y se dispuso que continuara bajo la guarda de su 

progenitora, M. L. M. y sujeto a las siguientes condiciones: a) que conviva en el lugar que 

han fijado domicilio, comunicando de inmediato al Tribunal cualquier novedad al respecto; b) 

que permanezca ajeno a todo medio criminógeno, no pudiendo ausentarse del domicilio en 

horario nocturno ni asistir a lugares de reunión pública en dicho horario; c) que no ingiera 

bebidas alcohólicas ni consuma drogas, d) que continúe la actividad escolar el presente ciclo 

lectivo; e) que se abstenga de mantener contacto por sí y/o por interpósita persona por 

cualquier medio, telefónico, escrito y/o tecnológico, con la víctima y/o su grupo familiar, 

debiendo en caso de encontrarse circunstancialmente en el mismo lugar retirarse. Así también, 

se resolvió dar intervención al Equipo de Tratamiento Tutelar de la SeNAF, para que realice 

las tareas de coordinación con el área de educación que garanticen la 
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continuidad de la escolaridad formal, como asimismo, el seguimiento y asistencia que el caso 

exigía por los medios técnicos disponibles. 

VI) Que, al pasar a deliberar, se plantearon las siguientes cuestiones a resolver: Primera 

cuestión: ¿Resulta necesario aplicar pena a M. L. H. y, en su caso, ¿cuál? Segunda cuestión: 

¿Corresponde regular honorarios e imponer costas? 

A la primera cuestión planteada la Jueza Dra. Daniela Elizabeth Bianciotti dijo: I) En el 

marco del primer interrogante planteado, habiéndose cumplido el plazo por el cual se dispuso 

el tratamiento tutelar respecto de M. L. H., corresponde analizar si resulta necesaria o no, la 

imposición de pena en los términos prescriptos por el art. 4 de la ley 22.278. Como es sabido, 

la mencionada ley introduce en el proceso judicial la llamada cesura del juicio, esto es, la 

sentencia en dos momentos: un primer pronunciamiento sobre responsabilidad penal, y 

otro posterior sobre necesidad de la pena. Esto así para que medie entre ambos 

pronunciamientos un tiempo de probación, que la ley denomina tratamiento tutelar, el cual, 

valorado en su conjunción con otras pautas que la ley también enuncia, tiene luego incidencia 

en el segundo decisorio con efecto condenatorio o absolutorio. 

I) a. A dichos fines, en la audiencia que motiva el presente resolutorio, se incorporaron por su 

lectura los siguientes elementos de prueba: informes de seguimiento, informes elaborados por 

los profesionales del equipo de Tratamiento Tutelar, planilla prontuarial, informes del 

Registro Nacional de Reincidencia y demás constancias de autos. 

I) b. Luego de incorporada por su lectura la informativa reseñada, la Sra. Jueza le dio la 

palabra a las partes para que expresen sus alegatos. 

Tomó en primer lugar la palabra la Sra. Fiscal Penal Juvenil del 4° turno. La Dra. Carlino 

se dirigió a M. L. H. y le explicitó que su alegato estaría estructurado de manera que él 

comprendiera tanto la decisión adoptada como representante del Ministerio Público Fiscal, 

como los motivos que la llevaron a adoptarla. Así, efectuó una recapitulación de los 

requisitos contenidos en el art. 4 de la ley 22.278, explicando en todo momento en 
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términos claros a qué se refería cada inciso y a qué etapa procesal correspondía. Una vez 

concluida dicha enumeración, avanzó en el análisis de la etapa que nos convoca y trajo a 

colación la modalidad del hecho por el que fue declarado responsable. Si bien, puntualizó, 

tuvo una modalidad violenta, por la forma en que amedrentaron a la víctima y por el uso de 

un arma –no habida-, destacó que a la postre nadie resultó herido y no se apoderaron de bien 

alguno. También puso de resalto la carencia de antecedentes de M., a la vez que mencionó el 

contenido de la prueba informativa incorporada por su lectura y la impresión positiva que 

transmitía el joven en esta oportunidad procesal. La Dra. Carlino valoró especialmente el 

hecho de que el joven se encontrare cumpliendo con la obligaciones escolares tal y como lo 

viene concretando, a saber: con jornadas extensas y sin descuidar el resto de sus actividades 

de índole laboral. Destacó jurisprudencia del TSJ respecto a los resultados del tratamiento 

tutelar y la no exigencia de un “resultado perfecto”, atendiendo que el joven comprendiera 

qué implicaba ello. Especificó asimismo, que representa los intereses tanto de la víctima 

como de la comunidad en general y que en función de esto y de lo precedente analizado, 

entiende que no es necesaria la imposición de pena alguna. Esto por cuanto se encuentran 

presentes los indicadores de reinserción social que caracteriza a la etapa de probación socio- 

comportamental. Por estas razones antes dichas, solicitó la absolución de M. L. H. 

Luego, se le concedió la palabra a la defensora técnica del encausado. Así, la Asesora de 

Niñez y Juventud del Tercer Turno, Dra. Paula Vanesa Iñigo dijo que si bien el pedido del 

Ministerio Público Fiscal la eximiría de mayores argumentaciones, es su voluntad resaltar 

algunas circunstancias que a su juicio, devienen necesarias. De esta forma, trajo a colación 

algunos de los principios rectores del proceso penal juvenil, como lo son el de mínima 

suficiencia y el de proporcionalidad. Acto seguido, puntualizó toda la labor desplegada por su 

defendido en aras de lograr el crecimiento personal, que hoy, se avizora. En ese orden, leyó 

algunos parágrafos de la prueba informativa incorporada, que reflejan el proceso de reflexión 
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y autocrítica en el que se encuentra inmerso y que muestran al joven sentirse “orgulloso” de 

los objetivos alcanzados. En este orden, requirió se dicte la absolución de su defendido, 

conforme el pedido que le antecede. 

II) Circunscripta al análisis que nos convoca y teniendo en consideración las posturas 

reseñadas, no puede soslayarse que el pedido absolutorio del Ministerio Público Fiscal, 

debidamente fundado, obliga a la suscripta a expedirse mediante un pronunciamiento en ese 

sentido. Así se desprende de la jurisprudencia dominante de la Corte Suprema de Justicia de 

la Nación. 

El alto tribunal en el caso “Tarifeño” del año 1989, interpretó que la garantía del debido 

proceso constituye un principio constitucional, con alcance y contenido suficiente como para 

invalidar la decisión condenatoria frente al pedido de absolución del fiscal. El criterio 

expuesto se mantuvo hasta el 15/8/2002 (es decir durante trece años), cuando en el caso 

“Marcilese, Pedro julio y otro s/ homicidio calificado” la Corte revisó y modificó por mayoría 

de sus miembros tal criterio, sentando uno opuesto, que no duró mucho tiempo. Así, en el 

conocido precedente “Mostaccio” (Mostaccio Julio Gabriel s/ Homicidio culposo – CSJN 

17/02/2004) establece que no procede la imposición de pena cuando el órgano acusador ha 

solicitado la absolución, porque implicaría violar el principio de contradictorio y de un juicio 

justo, volviendo así al precedente “Tarifeño”. Este último razonamiento se mantiene hasta la 

actualidad. 

En Córdoba, en el año 2004, en la causa “Santillán, Juan Ramón y otro p.ss.aa. homicidio, 

etc. -Recurso de Casación-” (Sentencia 94 del 24/09/2004) el TSJ adecuó su doctrina al fallo 

“Mostaccio”, aunque dejando a salvo su postura desarrollada en “Simoncelli” (en sentido 

contrario a la postura de la Corte), y aclarando que el cambio obedecía a una cuestión de 

economía procesal. 

Sentado ello, recordemos que el art. 172 de la Const. Pvcial. prevé que el Ministerio Público 

tiene, entre sus funciones, la de “… promover y ejercitar la acción penal publica ante los 
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tribunales competentes…”. 

Es decir que, si el órgano al cual el Estado encomendó el ejercicio del poder de acción, en la 

última etapa del juicio no sostiene su pretensión (aplicación de pena prevista por la ley), una 

sentencia de condena en esas condiciones es extra petita. Dicho problema se conoce 

doctrinariamente con la denominación congruencia procesal, que significa o hace referencia, 

a la correspondencia entre lo pretendido y lo juzgado. 

En definitiva, como se ha señalado, el pedido de absolución fiscal constituye un límite a la 

potestad jurisdiccional de dictar sentencia condenatoria (Frascaroli, Marìa Susana y 

Hairabedian, Maximiliano, "Justicia penal y seguridad ciudadana - Contactos y conflictos", 

Ed. Mediterránea, julio 2000). 

Sentado ello, haré algunas referencias a la actuación de la Fiscal Penal Juvenil por ser quien 

desempeña la actividad persecutoria en representación de la sociedad (CN, art. 120). 

La Representante del Ministerio Público Fiscal, Dra. María Soledad Carlino, tuvo un 

desempeño durante la audiencia que merece destacarse. En primer lugar, por la claridad de 

sus términos, acorde al paradigma de derechos humanos que exige un efectivo acceso a la 

justicia. Mediante un discurso accesible para el imputado y su progenitora –quien se 

encontraba presente en la audiencia–, la Sra. Fiscal hizo efectivo el derecho a comprender. 

Recordemos, que el derecho a comprender es una “… arista del derecho al acceso de la 

Información pública y a la justicia… el acceso a la justicia implica el derecho a la 

información en lenguaje claro, entendido como una forma de comunicación escrita, de 

redacción clara y directa que facilita la comprensión del contenido que se transmite por 

contener expresiones sencillas, párrafos breves y sin tecnicismos innecesarios. En el ámbito 

judicial el lenguaje claro es producto de la responsabilidad social y comunitaria asumida en 

sentencias y resoluciones por quienes desempeñan la magistratura, el funcionariado y la 

actividad judicial (Palacio de Caeiro, Silvia B. Mandato constitucional y disposiciones 

argentinas referidas al lenguaje jurídico en Centro de Perfeccionamiento Ricardo C. Núñez. 
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MAPA " Le n gu a j e c l a ro. El d e re ch o a c o m p r e n d e r R e c u p e r a d o de 

https://campusvirtualcn.justiciacordoba.gob.ar/course/view.php?id=343&section=0: (fecha de 

consulta: 24/5/2022). 

En definitiva, la Representante del Ministerio Público Fiscal, encabezando esa 

responsabilidad social y comunitaria, basó el pedido de absolución en el análisis de cada una 

de las pautas indicadas en la Ley Nacional 22.278, a saber: modalidad del hecho, antecedentes 

del joven, resultado del tratamiento tutelar e impresión que de modo directo y personal 

recogió durante el debate (art. 4). Con un discurso claro y apoyado en pruebas demostró que 

el imputado se encontraba resocializado, y convenció a esta juzgadora de que en este caso 

concreto se cumplió el fin último del régimen penal juvenil. 

III) Sin perjuicio de lo expuesto, tengo en cuenta la privacidad que rige en Proceso Penal 

Juvenil, lo que implica que de la audiencia donde se debate la imposición de una pena o una 

absolución se celebra, por mandato legal, a “puerta cerrada” (Ley 9944, art. 104). Es decir, en 

este tipo de procesos la población en general no puede conocer de manera directa e inmediata 

lo que sucede. 

De ahí, la importancia de explicitar a través de la fundamentación lógica y legal que debe 

contener por mandato constitucional la Sentencia (Const. Pcial., art. 155), los motivos que 

brindó la Fiscal al requerir la absolución, los cuales convencieron a esta juzgadora y por eso 

comparto. 

Encuentro conveniente destacar que el requisito de fundamentación aludido previamente, no 

sólo es una garantía de la defensa, también constituye la derivación de un sistema político, 

que fundado en la publicidad de los actos de gobierno y la responsabilidad de los funcionarios 

exige que se puedan conocer las razones de las decisiones (idea de transparencia) –Cafferata 

Nores, José I. – Tarditti Aída, Código Procesal Penal de la Provincia de Córdoba – 

Comentado, T. 1, Mediterránea, Cba. 2003, p. 267 y 269–. En tal sentido, se recuerda que “el 

pronunciamiento absolutorio no exime al tribunal de juicio del deber de fundar… la ley 

https://campusvirtualcn.justiciacordoba.gob.ar/course/view.php?id=343&section=0
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procesal no hace distinción alguna…” (Cafferata-Tarditti, ob. Cit., p. 271). 

En definitiva, la sociedad accede a las razones de una decisión judicial a través de la 

sentencia, y ello adquiere particularidad en el proceso penal juvenil por la realización a 

puertas cerradas de sus audiencias. Es decir, sólo a través de la sentencia pueden conocerse 

las razones o motivos que inspiraron la decisión judicial. 

Como bien se ha dicho, “… la exigencia de publicidad de los actos de gobierno no se satisface 

sólo con la noticia publica de su existencia, sino que requiere también que se expliquen los 

motivos de la realización de ese acto, el porqué de la adopción de determinada decisión…” ( 

Cafferata Nores, José I. – Tarditti Aída, Código Procesal Penal de la Provincia de Córdoba – 

Comentado, T. 1, Mediterránea, Cba. 2003, p. 267, notas nº 313, 315, 316). 

A continuación daré publicidad a los motivos, es decir, explicitaré los “por qué” de tal 

convencimiento teniendo en cuenta las pautas fijadas en el citado art. 4 de la Ley 22.278. 

a) Respecto a la modalidad comisiva del hecho por el cual fue declarado responsable M., la 

figura penal de robo en la que fue subsumida y las circunstancias del caso, dan cuenta de su 

gravedad intermedia. En efecto, hubo un intento de desapoderamiento de un celular mediante 

el uso de un arma de fuego y amenazas a las víctimas. Aunque -cabe destacar- el arma era 

operativa, se encontraba sin cartuchos, razón por la cual fue utilizada por los declarados 

responsables como elemento intimidatorio y no configuró un elemento de peligro real para la 

integridad física de las víctimas. 

b) En lo relativo a los antecedentes penales, conforme surge de las constancias de autos, el 

joven no registra antecedente alguno. 

c) Vinculado al resultado obtenido luego de transcurrido el período de probación 

comportamental, del diagnóstico inicial se destaca que la familia de M. está compuesta por 

cuatro integrantes: su padre, su madre y un hermano. El Sr. H. estuvo siete años privado de 

libertad, coincidiendo con los primeros siete años de vida de M. Posterior a ello, nace su 

hermano y allí los progenitores de M. se separan, producto de la violencia 
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que padecía la madre de M., ejercida por su padre. En ese momento M. decide vivir con su 

abuela paterna, quien fallece pocos meses antes del presente proceso y en ese momento se 

muda con su progenitor. 

En cuanto a la economía familiar, el padre del joven realiza changas y la madre percibe la 

AUH. 

El cuidado del joven se encuentra a cargo de ambos progenitores. La madre, sin embargo, 

representa la autoridad y el padre, la permisividad. 

Respecto a su salud, M. tiene matositoma solitario, lo que le provoca tartamudeo ante 

situaciones estresantes. 

M. y su hermano se encuentran escolarizados. Cursaban en ese momento cuarto año en el 

IPEM . 

Pasando ya al régimen de prueba o tratamiento tutelar, el profesional interviniente de la 

Dirección de Estrategias y Medidas Alternativas informó –con fecha 17/2/21- que el joven se 

encontraba junto a su progenitora. De lo informado por ésta última, M. al momento, respetaba 

todas las normas de convivencia y concretaba hábitos saludables y fuera de un contexto de 

riesgo. 

Se desempeñaba como peón de albañil y además acompañaba a su progenitor en la 

realización de trabajos de electricidad. Así también, acomodó sus horarios para continuar con 

la escolaridad. En dicho informe se destaca la predisposición del joven para consolidar las 

tareas encomendadas por el tribunal. Durante la pandemia, conforme se destaca del informe 

de fecha 25/3/2021 no descuidó ninguna de dichas responsabilidades e incluso desarrolló 

labores en organizaciones de impacto social. 

A posteriori -con fecha 10/5/2021–, los profesionales informan que se trabaja con M. 

aspectos reflexivos del presente proceso. Así también, el joven informó que contaría con una 

cotidianeidad organizada. Trabajaba en ese momento, como ayudante de electricista junto a su 

progenitor y realizaba tareas de limpieza en espacios públicos, en el marco del Movimiento 
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  . También se encontraba cursando en la institución IPEM , con modalidad 

virtual. 

Cabe mencionar que se observó al joven con escasas expectativas en ese momento por las 

tareas que realizaba y manifestó que sus intereses estaban relacionados a la música. Aun así, 

tenía conciencia que debía priorizar de momento, sus obligaciones laborales y escolares. Los 

profesionales indicaron que se continuaría trabajando en profundizar en los intereses y 

habilidades del joven, para así favorecer a su desarrollo integral. 

En torno al área vincular, M. dio cuenta del sostenimiento de un vínculo favorable con ambos 

progenitores, valorando el recuerdo de la figura significativa que constituía su abuela paterna, 

quien falleció años atrás y dicho suceso le provocó una crisis personal que lo llevó a tomar 

decisiones desacertadas, conforme manifestó. 

En la comunicación subsiguiente -con fecha 2/6/2021-, se informa que el joven se encontraría 

alternando su permanencia en el domicilio de ambos progenitores. Asimismo, que M. 

continuaba cumpliendo de manera regular los trabajos y las tareas encomendadas por la 

institución escolar y ambos progenitores, cooperan con ese desenvolvimiento, aunque de 

acuerdo a sus posibilidades. Así, cuando el joven debía cursar de manera presencial, 

permanecía en el hogar de su padre, en tanto cuando era virtual, permanecía en el centro de 

vida con su madre, ya que allí contaba con los elementos y la conectividad necesarios para 

garantizar el estudio. 

Respecto de la situación laboral de M., continuaba trabajando junto a su padre realizando 

changas en electricidad principalmente, según la oferta laboral. Por otra parte, el joven 

colaboraba con su progenitor en el comedor barrial ubicado en B°  . Esto, conforme 

explicitaron, es una actividad voluntaria. Además, se hallaban colaborando con el Comedor 

de , que brinda alimentos a vecinos de la zona de . En esa oportunidad, el 

progenitor de M. expresó que su hijo respondía a las pautas de convivencia sin ninguna 

dificultad y el joven dijo mantenerse contenido y acompañado de 
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manera activa por su padre. 

En el informe que prosiguió -de fecha 6/9/2021- los profesionales destacan que se observó al 

joven estable, de buen humor y contento por motivos vinculados al ámbito educativo. Al 

respecto, refirió haber retomado el cursado de manera presencial. M. pudo realizar un análisis 

crítico de sus expectativas y proyecto de vida, denotando aspiraciones en relación a las 

posibilidades de acceder al mercado laboral formal a partir de su mayoría de edad. En 

consonancia con ello, se trabajó con el joven respecto a su posicionamiento subjetivo frente a 

la mayoría de edad y al inicio de una nueva etapa, pudiendo pensarse en cuanto a sus 

responsabilidades, obligaciones y derechos civiles, arribando a conclusiones relevantes acerca 

de las consecuencias de los actos. 

Respecto al área laboral el joven refirió que realizó trabajos junto a su progenitor en el rubro 

de la electricidad, a demanda. También continuaba el joven desarrollando tareas solidarias 

durante su tiempo libre en el comedor      de barrio      y en un 
 

desayunador/comedor de B° , en el marco del movimiento . 

En lo referido al área vincular, el joven refirió sentirse acompañado y contenido por su red 

familiar, manifestando recibir sugerencias y consejos constantes por parte de sus progenitores, 

abuelo y tíos. 

A fines ese año -con fecha 14/12/2021- los profesionales intervinientes comunicaron, a más 

de las mismas circunstancias que el informe que precede, que M. expresó que poseía diversos 

proyectos personales para el próximo año -2022. Así, planteó que estaría interesado en 

realizar un curso de perfeccionamiento en electricidad mientras transitaría el último año del 

ciclo secundario, además de comenzar a incursionar en la música como hobbie. Mencionó que 

en sus momentos libres se dedica a ver videos en Youtube donde enseñarían a tocar distintos 

instrumentos musicales. 

En forma reciente -con fecha 6/4/2022 y 20/5/22- el área interviniente, considerando el 

comportamiento desplegado por M. hasta el momento y el desarrollo de actividades 
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saludables en el marco de un proyecto vital constructivo, sugirió contemplar los efectos 

resocializadores del periodo de prueba socio-comportamental cumplido hasta el momento. 

Desde el equipo técnico interviniente consideraron que el joven M. L. H. ha cumplimentado 

con los objetivos fundamentales del Programa de Tratamiento Tutelar. Destacaron que 

en el periodo de prueba transcurrido pudieron trabajar en relación a los aspectos positivos y 

potencialidades del joven, logrando M. alcanzar los objetivos propuestos en el plan de 

trabajo interdisciplinario elaborado oportunamente. 

d) Finalmente, en lo que respecta a la impresión que de modo personal y directo se ha 

recogido durante el debate, se resalta que la misma ha sido enteramente positiva. M., ha 

mostrado una forma respetuosa de interacción en todo momento y se mostró expectante, 

agradecido y atento a lo que ocurrió en esta instancia procesal. 

En esta línea, entiendo de vital importancia los dichos del joven al tiempo de concederle la 

palabra. En ese momento, M. en su discurso, decidió mencionar (en sus palabras: 

“déjeme que la mencione a mi psicóloga”) a la psicóloga de área de Tratamiento Tutelar, La 

Lic. Paula García y destacó, con profundo agradecimiento, que la profesional lo acompañó 

constantemente. 

Relató que aunque las sesiones debían durar aproximadamente cuarenta minutos, había 

ocasiones que la Lic. las extendía pasada una hora o dos, atendiendo a las circunstancias del 

caso y priorizando sus necesidades. Este tipo de actitudes y la gran predisposición 

profesional, fueron resaltadas por M., quien refirió un gran impacto en su vida por las 

palabras y los consejos de la Lic. García. 

De igual manera, se observó que el joven al momento de referirse a sus medios de vida y a 

los recursos económicos con los que contaba, mencionó la colaboración y el soporte que le 

brinda su progenitora; en efecto, puntualizó que intenta no sobrecargar a sus padres desde lo 

económico y en ese contexto, destacó delante de los presentes que su madre le regalara una 

campera, que al momento, era la que traía puesta, agradeciendo en la audiencia y agregando 
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“… no hacía falta; pero ella me la regalo”. 

Estas circunstancias citadas, que M. pudiera, al momento en que se le otorgó la palabra, 

exhibir y comunicar gratitud por las personas que lo acompañaron en el trayecto institucional 

que estamos llamados a evaluar, marca sin dudas, un crecimiento personal logrado. 

También, se recalca la posición asumida respecto de sus proyectos presentes y futuros, 

encontrándose en su discurso, indicadores de responsabilización de las circunstancias que lo 

rodean. 

Se observó y se escuchó al joven con la determinación para buscar condiciones y 

oportunidades superadoras y con una posición reflexiva en torno al hecho que dio inicio el 

presente proceso. 

En efecto, se corroboró por la prueba informativa incorporada que M. no tan solo logró dar 

cumplimiento al piso mínimo de exigencias pautadas al inicio del Tratamiento Tutelar, sino 

que fue más allá y apostó a una posición reflexiva, empática y madura en relación del evento 

inicial que lo vinculó a un proceso penal. 

Resta destacar la necesidad que manifestó el joven de que el presente proceso concluyera. 

Las ansias por concluir el presente periodo, reflejan la premura por continuar su trayectoria de 

vida sin la injerencia estatal que hasta hoy la caracteriza. 

Así, como indiqué al comienzo, coincido plenamente en el escenario absolutorio planteado 

por la Fiscal Penal Juvenil, por cuanto M. L. H. ha alcanzado los fines propuestos al inicio de 

la intervención del Programa de Tratamiento Tutelar. Y éstos se han concretado a razón de 

una notable predisposición y templanza tanto de él como de su núcleo familiar para mantener 

las actividades ya iniciadas y concretar nuevos proyectos en beneficio de su desarrollo y 

crecimiento personal; todo ello, con el acompañamiento del programa de Tratamiento Tutelar. 

Especial acápite merece la intervención de la Lic. Paula García, conforme lo destacó M. al 

momento de explayarse, por cuanto su compromiso profesional en este caso, ha sido 
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trascendental para arribar al resultado beneficioso que hoy se cierne en torno al joven. 

En forma conclusiva, en cuanto a los fines resocializadores del proceso penal juvenil se ha 

postulado que “la intervención institucional y judicial debe procurar abordar la situación del 

niño o adolescente en conflicto con la ley penal, desde una perspectiva integral que contemple 

al menos dos dimensiones: una dimensión vinculada con la capacidad de responsabilizarse (en 

tanto se considera al adolescente como un sujeto activo de derecho que puede reconocer y 

aceptar las consecuencias de sus actos); para lo que es fundamental promover el desarrollo de 

recursos que favorezcan en el adolescente el control cognitivo y emocional del propio 

comportamiento y la previsión de las consecuencias de este, y una dimensión ligada a la 

realidad material y vincular del adolescente, que posibilite su integración comunitaria a partir 

del efectivo ejercicio de ciudadanía” (Tulián, María Licia en Derecho Procesal Penal Juvenil 

, 2020, pag. 35, Ed. Advocatus). 

En el supuesto de M. L. H. ambas dimensiones se ven enteramenteconcretadas y hoy se 

observa en el joven un indudable ejercicio de ciudadanía responsable. Síntesis de todo lo 

expuesto, resultan ser las palabras que él eligió decir antes de concluir el acto de debate 

luego que le consultara si deseaba decir algo: “fue un gusto conocerlos”, expresó mientras 

se dirigía a todos los presentes. 

Así, el Proceso Penal Juvenil seguido en contra de Honores ha cumplido con su objeto 

primordial, definido en la nueva redacción del art 82, según Ley 10.637, como “la 

determinación de la responsabilidad de los NNA y la aplicación de las sanciones previstas”. 

Ello, toda vez que la noticia del delito puso en marcha el proceso penal tendiente a investigar 

para comprobar o desvirtuar la conducta imputada, habiéndose comprobado la participación 

delictiva. Es decir, se arribó a la verdad, dando lugar a la declaración de responsabilidad con 

la disposición de medidas o sanciones socio-educativas propias del régimen penal juvenil. 

A ello se suma el fin último de todo proceso penal juvenil, tal es, la aplicación y el 

cumplimiento de los objetivos del Régimen Penal Juvenil, que persigue la reinserción social 
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de la persona. 

Como bien se ha dicho, el procedimiento penal juvenil comprende mucho más que la 

investigación y el juzgamiento de los hechos, y por ello su objeto primordial debe ser más 

abarcativo e incluir el que esta justicia especializada está llamada a cumplir por mandato 

constitucional y convencional. Dicho fin es lograr la reintegración del niño y que éste asuma 

una función constructiva en la sociedad (CDN arts. 29 y 40 - 1) – (Giraudo de Romero, N., 

Bianciotti, D., Salazar de Bacsay, G.S., Rodrigo, M.M., Martìnez, G.E., Dhooge, B.M., 

Hacia un proceso penal juvenil acusatorio en la Provincia de Córdoba, Ed. Del autor, 2020). 

En definitiva, pretendo sintetizar que durante el proceso se ha considerado a la víctima, toda 

vez que fue a partir del hecho por ella sufrido que se inició un proceso penal en respeto de 

las garantías procesales, habiéndose descubierto la verdad y logrado restablecer la paz y la 

reintegración del joven a su comunidad, toda vez que H. ha demostrado buena disposición 

para comenzar una vida sana y útil. Todo lo cual demuestra que el Derecho Penal Juvenil 

funciona. 

En efecto, el joven está en el último año de la escuela, a pesar de las dificultades provocadas 

por la pandemia no descuidó esa responsabilidad, e incluso desarrolló labores en 

organizaciones de impacto social de carácter voluntarias, ya que colaboraba con su progenitor 

en el comedor barrial realizando tareas solidarias durante su tiempo libre. En este punto 

conviene destacar que no es mucho el tiempo libre que tiene, considerando un joven de su 

edad. En efecto, de los 7 días que tiene la semana, 2 días cursa la escuela desde la mañana 

hasta las 19:00 horas, mientras que 4 días, inclusive los sábados, se desempeña como Servidor 

Urbano en la Ciudad de Córdoba. Tarea por la cual percibe pesos 20 mil (solo 10 mil pesos 

extraíbles por cajero y el resto para gastar en supermercado comprando productos de primera 

necesidad), y cabe destacar que se expresó con orgullo y agradecimiento por este trabajo 

durante la audiencia. 

Es   por    ello    que    corresponde,    conforme    lo    reseñado,    absolver    de    pena    a    M.    L.   H. 
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por el hecho por el que fue oportunamente declarado responsable. Así se 

concluye la primera cuestión. 

A la segunda cuestión planteada, la Sra. Jueza dijo: Corresponde regular los honorarios 

profesionales a la Asesora de Niñez y Juventud del Tercer Turno, Dra. Paula Vanesa Iñigo en 

la suma equivalente a treinta (30) jus con destino al Fondo Especial para el Poder Judicial 

(arts. 31, 36, 39, 49,69, 89 y ccts. de la ley prov. 9459, 34 de la ley 7982 y 1 de la ley prov. 

8002). 

Para así fallar tengo en cuenta el valor y la eficacia de la defensa en la instancia actual, la 

complejidad de las cuestiones planteadas, la responsabilidad comprometida por la letrada en 

el asunto, la cuantía del mismo, así como también la posición económica y social del 

imputado, todo lo cual surge de las constancias de autos y de la impresión directa recogida 

por durante el debate. Sin imposición de costas, conforme la solución adoptada para el caso 

(arts. 412, 550 y 551 del CPP). 

Así se deja concluida ésta cuestión. 

Corresponde, asimismo, informar a la Sra. D. B. sobre lo aquí resuelto, de conformidad con 

el art. 5 inc. i de la Ley 27372 de Derechos y Garantías de las Personas Víctimas de Delitos. 

Y finalmente, poner en conocimiento de la Secretaría de Niñez, Adolescencia y Familia y del 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la provincia de Córdoba, la labor destacada de 

la Lic. Paula García en el marco del tratamiento tutelar respecto a M. L. H. 

Por todo lo expuesto, lo previsto por los arts. 82 y 105 de la Ley Prov. 9944, arts. 1 y 4 de la 

Ley Nac. 22.278, arts. 3 CDN, sus concordantes, y demás constancias de autos, RESUELVO: 

I) Absolver de pena a M. L. H. -ya filiado-, como coautor responsable del de robo calificado 

por el uso de arma de fuego de operatividad no acreditada en grado de tentativa (arts. 42, 45 y 

166 inc. 2, párrafo 3 del Código Penal) por el que fue declarado responsable por Sentencia 

Número n° 7, de fecha 3/12/2020 (arts. 4 de la ley 
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nacional 22.278 y 105 de la ley pcial 9944). No imponerle costas en esta etapa procesal en 

atención al pronunciamiento que recae (art. 551 y ccts. del Código Procesal Penal). II) 

Regular los honorarios profesionales de la Sra. Asesora de Niñez y Juventud de Tercer Turno, 

Dra. Paula Vanesa Iñigo, por la labor desarrollada en su carácter de defensora en esta etapa, 

en la suma equivalente a treinta (30) jus con destino al Fondo Especial para el Poder Judicial 

(Ley Pcial. 9459, arts. 31, 36, 39, 69, 89, 90 y demás cctes. y art. 2 de la Ley Pcial. 8002). III) 

Informar a D. B. sobre lo aquí resuelto, de conformidad con el art. 5 inc. i de la Ley 27372 de 

Derechos y Garantías de las Personas Víctimas de Delitos. IV) Oficiar a la Secretaría de 

Niñez, Adolescencia y Familia y al Ministerio de Justicia y DerechosHumanos de la 

Provincia de Córdoba, a fin de poner en su conocimiento la labordestacada de la Lic. 

Paula García, en el marco del tratamiento tutelar dispuesto en las presentes 

actuaciones. PROTOCOLÍCESE; OFÍCIESE Y HÁGASE SABER. 
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